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PROYECTO DE LEY 

Reguladora de la objeción de conciencia y de la prestación social sustitutoria. 

TEXTO REMITIDO 
DE LOS D 

PRESIDENCIA DEL SENADO 

Con fecha 26 de mayo de 1984, ha tenido 
éntrada en esta Cámara el texto aprobado por 
el Pleno del Congreso de los Diputados, relati- 
vo al proyecto de Ley reguladora de la obje- 
ción de conciencia y de la prestación social 
susti tu toria. 

Al amparo del artículo 104 del Reglamento 
del Senado, se ordena la remisión de este 
proyecto de Ley a la Comisión de Constitu- 
ción. 

En virtud de lo establecido en el artículo 
107.1 del Reglamento del Senado, el plazo pa- 
ra la presentación de enmiendas terminad el 
próximo día 7 del mes de junio, Jueves. 

De otra parte, y en cumplimiento del artí- 
culo 191 del Reglamento del Senado, se orde- 
na la publicación del texto del mencionado 
proyecto de Ley, encontrándose la restante 
documentación a disposición de los señores 
Senadores en la Secretaría General de la Cá- 
mara. 

?OR EL CONGRESO 
:PUTADOS 

Palacio del Senado, 26 de mayo de 1984.- 
El Presidente del Senado, José Federico de 
Carvajal Pérez.-El Secretario primero del 
Senado, José Luis Rodriguez Pardo. 

PROYECTO DE LEY 

Preámbulo 

El reconocimiento constitucional de la li- 
bertad ideológica, religiosa y de culto impli- 
ca, más allá de la protección del derecho de 
las personas a sustentar la ideología o reli- 
gión que libremente elijan, la consagración 
del derecho a que los comportamientos perso- 
nales se ajusten, en cuanto no lesionen ningún 
bien social, a las propias convicciones. La 
consagración de este derecho a adecuar los 
propios comportamientos a las convicciones 
personales, materializadas en el artículo 16 
de la Constitución, se proyecta sobre las obli- 
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gaciones militares que la propia norma fun- 
damental impone a los españoles, obligacio- 
nes cuyo cumplimiento efectivo resulta, para 
algunos ciudadanos, contradictorio con las 
convicciones ideológicas o religiosas que pro- 
fesan. 

En previsión de esta situación, la Constitu- 
ción reconoce la objeción de conciencia e ins- 
tituye al legislador en la obligación de regu- 
larla acon las debidas garantías,, pudiendo 
imponer a quienes rehusen cumplir sus debe- 
res militares por razones ideológicas o religio- 
sas el cumplimiento de una prestación social 
sustitutoria. Cumplir el mandato constitucio- 
nal, regular legislativamente la objeción de 
conciencia y la prestación social sustitutoria 
y articular, por tanto, los mecanismos que 
permitan a los ciudadanos comportarse de 
conformidad con sus convicciones son, pues, 
los objetivos de la presente Ley. 
Los principios que inspiran el texto son, 

fundamentalmente, cuatro: en primer lugar, 
la regulación de la objeción de conciencia con 
la máxima amplitud en cuanto a sus causas, 
con la mínima formalidad posible en el proce- 
dimiento y con la mayor garantía de impar- 
cialidad en cuanto a su declaración. En se- 
gundo lugar, la eliminación de toda discrimi- 
nación en cualquier sentido, entre quienes 
cumpien el servicio militar y los objetores de 
conciencia. En tercer lugar, la previsión de 
garantías suficientes para asegurar que la 
objeción de conciencia no será utilizada, en 
fraude a la Constitución, como una vía de 
evasión del cumplimiento de los deberes 
constitucionales. Por último, la consecución 
de que el cumplimiento de la prestación so- 
cial sustitutoria redunde en beneficio de la 
sociedad y del propio objetor. 
A tal efecto, la Ley establece como causas 

que dan lugar a la exención del servicio mili- 
tar por razones de conciencia no sólo a las de 
índole religiosa, sino también a las de carác- 
ter ideológico, filosófico o de naturaleza simi- 
lar. Es la incompatibilidad entre las activida- 
des militares y las convicciones del ciudada- 
no, y no la naturaleza de dichas convicciones, 
lo que justifica la exención del servicio mili- 
tar. Exención que, para evitar discriminacio- 
nes entre los ciudadanos por razón de sus 
creencias e ideologías, y de acuerdo con lo 

previsto en la Constitución, apareja el cum- 
plimiento de una prestación social sustituto- 
ria, estableciéndose expresamente en la Ley 
que el cumplimiento de los deberes constitu- 
cionalmente impuestos por una u otra vía no 
podrá implicar discriminación alguna entre 
los ciudadanos. 

La Ley articula un procedimiento de resolu- 
ción de las solicitudes de declaración de obje- 
ción de conciencia caracterizado por su flexi- 
bilidad en cuanto a las formas y los plazos y 
por las garantías que otorga al solicitante res- 
pecto de la imparcialidad y objetividad con 
que será juzgada su pretensión. Imparciali- 
dad y objetividad que vienen determinadas, 
en primer lugar, por la creación de un órgano, 
el Consejo Nacional de la Objeción de Con- 
ciencia, encargado de resolver sobre las solici- 
tudes y cuya composición y funciones le confi- 
guran como un órgano cuasi jurisdiccional. El 
Consejo está presidido por un miembro de la 
carrera judicial con categoría de Magistrado, 
contándose entre sus miembros un objetor, lo 
que asegura tanto la capacidad juzgadora 
cuanto la sensibilidad social de sus resolucio- 
nes. Resoluciones, por otro lado, que no pue- 
den entrar a valorar el grado de verdad o 
error de las doctrinas alegadas por el solici- 
tante, y que deben tomar razón de la con- 
gruencia entre las convicciones alegadas por 
el solicitante y su conducta personal, al obje- 
to de asegurar la sinceridad de aquéilas. 

El &gimen en la prestación social sustituto- 
ria se estructura en forma semejante al servi- 
cio militar, lo que, además de evitar las dis- 
criminaciones, garantiza a la sociedad una 
fuente de medios personales en caso de nece- 
sidad. La duración total de la prestación así 
concebida es, como ocurre con el servicio mi- 
litar, de quince años. De entre ellos, la situa- 
ción de actividad comprende un período de 
tiempo que oscila entre dieciocho y veinticua- 
tro meses, lo que ofrece al Gobierno un mar- ' 
gen de actividad para determinar la duración 
concreta de la prestación de acuerdo con las 
necesidades. La mayor duración de la situa- 
ción de actividad respecto de la del servicio 
militar es, desde luego, una garantía de las 
que la Constitución exige para que la objeción 
de conciencia no constituya una vía de fraude 
a la Ley a través de la evasión del servicio 

- 2 -  



Núm. 138 

militar; pero es, también, una necesidad para 
evitar discriminaciones, pues no pueden tra- 
tarse por igual situaciones desiguales y discri- 
minatorio sería que la prestación social y el 
servicio militar, cuyos costes personales e in- 
cluso físicos son notablemente diferentes, tu- 
viesen la misma duracih.  

La prestación social sustitutoria se enfoca, 
en su fase de disponibilidad, como un meca- 
nismo que canaliza el cumplimiento por el 
objetor de su deber constitucional hacia la sa- 
tisfacción de fines colectivos y socialmente 
útiles. A tal efecto, se crea un servicio encar- 
gado de la gestión del régimen de la presta- 
ción, servicio que se adscribe al Ministerio de 
la Presidencia por la diversidad de Ministe- 
rios implicados y el carácter coordinador de 
dicho Departamento. Aún cuando lo habitual 
será que la prestación se realice en entidades 
públicas, se prevé la posibilidad de que tenga 
lugar en entidades no públicas que satisfagan, 
sin ánimo de lucro, intereses generales, lo que 
permitirá flexibilizar el régimen de la presta- 
ción y vitalizar tanto su contenido como los 
fines a que sirve. 

Por último, las Disposiciones transitorias 
aseguran la aplicación de la Ley a quienes, 
por declararse objetores, se encuentren ac- 
tualmente en situación de disponibilidad. 

CAPITULO 1 

De la objeción de conciencia 

Artículo uno 

1. El derecho a la objeción de conciencia 
reconocido en el artículo 30 de la Constitu- 
ción se ejercerá conforme a lo dispuesto en la 
presente Ley. 

Los españoles sujetos a obligaciones mi- 
litares que, por motivos de conciencia en ra- 
zón de una convicción de orden religioso, éti- 
co, moral, humanitario, filosófico u otros de 
la misma naturaleza, sean reconocidos como 
objetores de conciencia, quedarán exentos del 
servicio militar, debiendo realizar en su lugar 
una prestación social sustitutoria. 

3. El derecho a la objeción podrá ejercerse 

2. 

hasta el momento en que se produzca la in- 
corporación al servicio militar en filas y, una 
vez finalizado éste, mientras se permanezca 
en la situación de reserva. 

4. La declaración de objeción de concien- 
cia será competencia del Consejo Nacional de 
Objeción de Conciencia regulado en el Capítu- 
lo 111 de esta Ley. 

5 .  No podrá prevalecer entre los ciudada- 
nos discriminación alguna basada en el cum- 
plimiento del servicio militar o de la presta- 
ción social sustitutoria. 

Articulo dos 

1. La solicitud de declaracihn de objeción 
de conciencia y exención del servicio militar, 
dirigida al Consejo Nacional de Objeción de 
Conciencia, se podrá presentar ante el mismo 
o en cualquiera de las oficinas señaladas en el 
artículo 66 de la Ley de Procedimiento Admi- 
nis tra t ivo. 

2. La solicitud de declaración de objeción 
de conciencia, cuando se presente con al me- 
nos dos meses de antelación a la fecha señala- 
da para la incorporación al servicio militar en 
filas, suspenderá dicha incorporación hasta 
tanto recaiga resolución en firme del Consejo 
Nacional de Objeción de Conciencia o, en su 
caso, de los órganos jurisdiccionales pertinen- 
tes. 

Artículo tres 

1. En el escrito de solicitud se harán cons- 
tar, además de los datos personales y de la 
situación militar del interesado, con expre- 
sión del organismo de reclutamiento a que es- 
té adscrito o ante el Ayuntamiento u Oficina 
Consular en que debe efectuar su inscripción, 
los motivos de conciencia que se oponen al 
cumplimiento del servicio militar, así como a 
las aptitudes y las preferencias para realizar 
la prestación social sustitutoria. Asimismo, el 
interesado podrá aportar cuantos documentos 
y testimonios estime pertinentes a fin de acre- 
ditar las manifestaciones alegadas. 

2 .  El Consejo podrá recabar de los intere- 
sados que, por escrito u oralmente, amplíen 

- 3 -  



Núm. 138 

los razonamientos expuestos en la solicitud. 
Podrá, igualmente, requerir de los solicitantes 
o de otras personas u organismos la aporta- 
ción de la documentación complementaria o 
testimonios que se entiendan pertinentes. 

3. El procedimiento ante el Consejo será 
gratuito. 

Artículo cuarto 

1. El Consejo resolverá todas las solicitu- 
des que se le presenten y declarará haber lu- 
gar o no al reconocimiento de la condición de 
objetor de conciencia y a la consiguiente 
exención del servicio militar. 

2 .  El Consejo, sobre la base de los datos e 
informaciones de que disponga, tomará su re- 
solución de acuerdo con los siguientes crite- 
rios: 

a) La procedencia del motivo o motivos 
alegados, según lo dispuesto en el párrafo 2 
del artículo 1." 

b) La congruencia entre los motivos ale- 
gados por el solicitante y la conducta perso- 
nal del mismo de que se tenga constancia. 

3. En ningún caso podrá el Consejo entrar 
a valorar el grado de verdad o error de las 
doctrinas alegadas por el solicitante. 

4. Transcurridos seis meses desde la pre- 
sentación de una solicitud sin que haya recai- 
do resolución, aquella se entenderá concedi- 
da. 

5 .  Las resoluciones que adopte el Consejo 
en asunto de su competencia ponen fin a la 
vía administrativa. 

Artículo cinco 

El Consejo comunicará a la autoridad mili- 
tar jurisdiccional, en la forma que reglamen- 
tariamente se determine, las solicitudes reci- 
bidas y sus resoluciones. 

CAPITULO 11 

De la prestación rocial rwtitutoria 

Artículo seis 

1. Quienes sean declarados objetores de 
conciencia estarán exentos del servicio mili- 

tar y quedarán obligados a realizar una presta- 
ción social sustitutoria consistente en activi- 
dades de utilidad pública que no requieran el 
empleo de armas, ni supongan dependencia 
orgánica de instituciones militares. 

2 .  El Consejo de Ministros determinará los 
sectores en que -se desarrollará dicha presta- 
ción, señalándose como prioritarios los si- 
guientes: 

a) Protección Civil. 
b) Conservación del medio ambiente, 

mejora del medio rural y protección de ia na- 
turaleza. 

c) Servicios sociales y, en particular, los 
que afecten a acción comunitaria, familiar, 
proteccidn de menores y adolescentes, tercera 
edad, minusválidos, minorías étnicas, preven- 
ción de la delincuencia y reinserción social de 
alcohólicos, toxicómanos y ex reclusos. 

d) Servicios sanitarios. 
e) Programas de cooperación internacio- 

nal. 
f) Cualesquiera otras actividades, servi- 

cios u obras de carácter análogo que sean de 
interés general. 

3. A los objetores de conciencia se les asig- 
narán trabajos y funciones de tal manera que 
no se incida negativamente en el mercado de 
trabajo. 

4. En tiempo de guerra, la prestación so- 
cial sustitutoria consistirá necesariamente en 
el desarrollo de actividades de protección y 
defensa civil. 

Artículo siete 

La prestación social sustitutoria se realiza- 
rá preferentemente en entidades dependientes 
de las Administraciones Públicas. También 
podrá cumplirse en entidades no públicas, 
que determinará el Ministro de la Presiden- 
cia, siempre que reúnan las siguientes condi- 
ciones: 

a) Que no tengan fines lucrativos. 
b) Que sirvan el interés general de la so- 

ciedad, en especial, en los sectores sociales 
más necesitados. 
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c) Que no favorezca ninguna opción ideo- 
lógica o religiosa concreta. 

Artículo ocho 

1. El régimen de la prestación social susti- 
tutoria del servicio militar tendrá una dura- 
ción normal de quince años, comprendiendo 
las situaciones de disponibilidad, actividad y 
reserva. 

2. La situación de disponibilidad com- 
prende desde que el solicitante obtiene la con- 
sideración legal de objetor hasta que inicia la 
situación de actividad. 

En la situación de actividad, el objetor 
realizará las actividades propias de la pres- 
tación social sustitutoria en un régimen aná- 
logo al establecido para el servicio militar. La 
duración de la situación de actividad será 
fijada por el Gobierno mediante Real Decreto. 
En todo caso, comprenderá un período de 
tiempo que no será inferior a dieciocho meses 
ni superior a veinticuatro. 
4. La situación de reserva empezará el día 

siguiente del término de la situación de activi- 
dad y se extenderá hasta el primero de enero 
del ano en que el objetor cumpla treinta y 
cuatro años de edad, en que se le expedirá la 
licencia absoluta. En esta situación, el Go- 
bierno podrá acordar la reincorporación de 
los objetores en los supuestos previstos en la 
normativa sobre servicio militar y moviliza- 
ción nacional, a fin de realizar las tareas pre- 
vistas en el artículo 67,  4, de la presente Ley. 

5 .  Si el objetor hubiese presentado su soli- 
citud durante la situación de reserva del ser- 
vicio militar, una vez reconocida su condición 
quedará adscrito directamente al régimen de 
reserva de la prestación social sustitutoria. 

3.  

Artículo nueve 

Las exenciones, aplazamientos y exclusio- 
nes de la prestación social sustitutoria del 
servicio militar serán reguladas en el Regla- 
mento que desarrolle esta Ley de forma que 
dicha prestación quede equiparada en estas 
materias con el servicio militar. 

Artículo diez 

Los objetores de conciencia en situación de 
actividad tendrán derecho al mismo haber en 
mano que los soldados'en filas y-a prestacio- 
nes equivalentes de alimentación, vestuario, 
transporte, sanidad y Seguridad Social. Dis- 
frutarán, igualmente, de cuantos derechos re- 
conozca el ordenamiento vigente a quienes se 
encuentran prestando el servicio militar acti- 
vo y, en especial, al de reserva de puesto de 
trabajo que se hubiera desempeñado hasta el 
momento de la incorporación, así como de 
cuantas facilidades y derechos se reconozcan a 
efectos educativos a quienes se encuentran 
prestando el servicio militar. 

Artículo once 

Cuando la prestación social sustitutoria 
tenga por objeto una actividad que requiera 
especiales conocimientos o preparación, el 
objetor, cuando sea necesario, deberá seguir 
un curso de capacitación cuya duración será 
computada dentro del tiempo total de presta- 
ción del servicio. 

Artículo doce 

1. La gestión e inspección del régimen de 
la prestación social sustitutoria del servicio 
militar corresponde al Ministerio de la Presi- 
dencia, a cuyo efecto se creará, en el seno de 
dicho Departamento, el correspondiente órga- 
no. 

2. Le corresponde especialmente al Minis- 
terio de la Presidencia: 

a) Proponer, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 6.", los sectores donde se realiza- 
rá la prestación social sustitutoria. 

b) Concertar acuerdos con los servicios de 
las Administraciones Públicas competentes en 
los sectores de actividad en que hayan de rea- 
lizar su prestación los objetores. 

c) Concertar acuerdos con las entidades 
no públicas a las que se refiere el artículo 7." 

d) Asignar los efectivos disponibles tenien- 
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do en cuenta prioritariamente las necesidades 
de los servicios civiles y, en su caso, la capaci- 
dad y aptitudes del objetor y su domicilio ha- 
bitual. 

e) Adscribir a los objetores a los servicios 
y modificar, en su caso, la adscripción acor- 
dada, hcomendarles trabajos y funciones y 
controlar y garantizar el efectivo cumpli- 
miento de las mismas. 

CAPITULO 111 

Del Consejo Nacional de Objeción 
de Conciencia 

Artículo trece 

1. Se crea, en el Ministerio de la Presiden- 
cia, el Consejo Nacional de Objeción de Con- 
ciencia. 

2. Dicho Consejo, que adoptará sus deci- 
siones por mayoría, estará formado: 

a) Por un miembro de la Carrera Judicial, 
con categoría de Magistrado, que ejercerá las 
funciones de Presidente y será designado por 
el Gobierno a propuesta del Ministro de la 
Presidencia, oído el Consejo General del Po- 
der Judicial. 

b) Dos vocales, nombrados en la forma 
que reglamentariamente se determine, uno 
por el Ministro de Justicia y otro por el de 
Defensa. 

c) Un vocal, designado por el Ministro de 
la Presidencia, en la forma que reglamenta- 
riamente se determine, entre objetores de 
conciencia que hayan finalizado la fase de ac- 
tividad de la prestación social sustitutoria del 
servicio militar. 

d) Un vocal, que actuará como Secretario 
del Consejo, designado también por el Minis- 
tro de la Presidencia en la forma que regla- 
mentariamente se señale. 

3. El Ministro de la Presidencia podrá 
acordar la incorporación al Consejo, con voz, 
pero sin voto, con carácter permanente o no, 
de aquellas personas que considere conve- 
niente y, especialmente, de representantes de 
las entidades señaladas en el artículo 7." 

' 

Artículo catorce 

Corresponde al Consejo Nacional de Obje- 
ción de Conciencia: 

1." Conocer de las solicitudes de declara- 
ción de objeción de conciencia y resolver so- 
bre las mismas. 

2." Elevar al Gobierno, a través del Minis- 
tro de la Presidencia, y a.las Cortes Generales 
por medio de aquél, informes periódicos so- 
bre la aplicación práctica del régimen de 
prestación social sustitutoria, y proponer la 
modificación, en su caso, de las normas apli- 
cables. 

3." Conocer las peticiones o reclamaciones 
que eventualmente presenten los objetores de 
conciencia. 

4." Emitir los informes y propuestas de re- 
solución que le solicite el Ministro de la Presi- 
dencia. 

5." Las demás funciones que se le asignen 
legal y reglamentariamente. 

Artículo 15 

El Ministerio de la Presidencia proveerá al 
Consejo de los medios personales y materiales 
precisos para el adecuado desarrollo de sus 
funciones. 

CAPITULO IV 

Régimen penal y disciplinario 

Artículo dieciséis 

Los objetores de conciencia, durante la si- 
tuacibn de actividad, se encontrarán sujetos 
al deber de respeto y obediencia a las autori- 
dades de la prestación social sustitutoria y a 
las de los centros donde ésta se realice. 

Artículo diecisiete 

1. Las infracciones serán sancionadas se- 
gún lo dispuesto en la presente Ley y en el 
Reglamento. 
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2. Las infracciones se clasifican en graves 
y leves. Son infracciones graves: 

a) La manifiesta insubordinación indivi- 
dual o colectiva a quienes dirijan los servicios 
en los que presten su actividad los objetores o 
a las autoridades, funcionarios u órganos 
competentes. 

b) El abandono no superior a tres días 
consecutivos de la actividad en que consiste 
la prestación. 

El incumplimiento del régimen de dedi- 
cación de la prestación social sustitutoria 
cuando esté motivado por el desarrollo de ac- 
tividades remuneradas. 

d) La destrucción voluntaria, sustracción 
o enajenación de materiales, equipo o pren- 
das que fueren confiadas al objetor. 

La negligencia grave en la conservación 
o mantenimiento del material de equipo y 
vestuario. 

f) La acumulación de tres sanciones leves 
en el plazo de dos meses consecutivos o de 
cinco a lo largo de todo el período de activi- 
dad. 

c) 

e) 

3.  El Reglamento que desarrolle esta Ley 
tipificará las sanciones leves atendiendo a los 
criterios de intencionalidad, perturbación del 
servicio y reincidencia. 

Artículo dieciocho 

1. A las infracciones leves corresponderán 
las siguientes sanciones: 

a) Amonestación. 
b) Pérdida de remuneraciones hasta un 

máximo de un mes. 
c) Suspensión de permisos o licencias. 

2. A las infracciones graves corresponde- 
rán las siguientes sanciones: 

a) Adscripción a distinto servicio o anula- 
ción de los cambios de adscripción acordados 
a instancia del objetor. 

b) Recargo del tiempo de la prestación 
hasta un máximo de un mes del que corres- 
ponde a la situacion de actividad. 

3. A las infracciones muy graves corres- 
ponderá la sanción de recargo del tiempo de 
prestación desde un mesd  un día hasta tres 
meses. 
4. La sanción de recargo podrá ser reduci- 

da o exonerada en razón de la buena conduc- 
ta observada por el objetor sancionado. 

5 .  Será competente para ejercer la potes- 
tad disciplinaria el titular del órgano al que 
se refiere el número 1 del artículo 12. 

6. La Comisión de infracciones graves y 
muy graves dará lugar a la instrucción del 
oportuno expediente, que se tramitará de 
acuerdo con lo establecido en el Capítulo 11 
del Título VI de la Ley de Procedimiento Ad- 
ministrativo. 

7. Contra los actos sancionadores cabrá 
recurso de alzada ante el Ministerio de la Pre- 
sidencia, cuya resolución pondrá fin a la vía 
administrativa. 

DISPOSICION ADICIONAL 

Por el Ministerio de Economía y Hacienda 
se efectuarán las transferencias de crédito 
precisas y las habilitaciones de crédito indis- 
pensables para dar cumplimiento a lo dis- 
puesto en la presente Ley. Cada año, el Con- 
sejo Nacional presentará, para su inclusión en 
el proyecto de Presupuesto del Ministerio de 
la Presidencia, una estimación de los efectivos 
previsibles en atención al número de solicitu- 
des tramitadas. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Primera 

Dentro de los tres meses siguientes a la en- 
trada en vigor de esta Ley se constituirá el 
Consejo Nacional de Objeción de Conciencia. 

Hasta tanto pueda procederse al nombra- 
miento del miembro del Consejo previsto en 
el apartado c) del párrafo 2." del artículo 13, 
el Ministerio de la Presidencia nombrará en 
su sustitución a un Vocal, designado de entre 
aquellos que, a la entrada en vigor de esta 
Ley, hubiesen presentado solicitud de deha- 
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ración de objeción de conciencia. Para la de- 
signación se dará preferencia, si los hubiere, a 
quienes hubiesen superado la edad prevista 
para el paso a la reserva. 

Segunda 

Dentro de los tres meses siguientes a la 
constitución del, Consejo Nacional de Obje- 
ción de Conciencia, deberán legalizar su si- 
tuación, mediante instancia documentada 
que cursarán al citado Consejo: 

a) Quienes, al amparo de lo dispuesto en 
el Real Decreto 3011/1976, de 23 de diciem- 
bre, y por razón de objeción de conciencia, 
hayan solicitado prórroga de cuarta clase, ca- 
so a). 

b) Los mozos, reclutas, soldados y marine- 
ros, que, en cualquier situación militar o pen- 
dientes de clasificación, alegaron objeción de 
conciencia, y que en la actualidad se encuen- 
tran en incorporación aplazada o licencia 
temporal en espera de legalizar su situación. 

Tercera 

A los objetores de conciencia que, con ante- 
rioridad a la promulgación de la presente 
Ley, hayan realizado o estén realizando una 
prestación social en condiciones equivalentes 
a las exigidas por esta Ley, les será computa- 
do por el Consejo Nacional de Objeción de 
Conciencia, previa acreditación, el tiempo de 
servicio prestado. 

Imprlmc: RIVADENEYRA. S. A.-MADRID 

Cuesta de San V l ~ t o .  18 Y 36 
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Cuarta 

Quienes se hallen actualmente o hayan es- 
tado en situaciones de prisión a resultas de 
causas instruidas por presunto delito de nega- 
tiva a prestación de servicio militar en razón 
de objeción de conciencia, podrán formular 
solicitudes para acogerse a lo previsto en la 
presente Ley, sirviendo de abono para el cum- 
plimiento de la prestación social sustitutoria 
el triple del tiempo que hayan estado priva- 
dos de libertad por dicha causa. 

Quinta 

Quedan remitidas, con desaparición de an- 
tecedentes en los correspondientes Registros, 
las penas y sanciones de los objetores de con-' 
ciencia que con anterioridad a la entrada en 
vigor de la presente Ley hayan sido condena- 
dos por negativa a la prestación de su servicio 
militar. 

DISPOSICION DEROGATORIA 

Quedan derogados el Real Decreto 301 11 
1976, de 23 de diciembre, sobre objeción de 
conciencia de carácter religioso al servicio 
militar y cuantas otras disposiciones se opon- 
gan a lo establecido en la presente Ley. 

DISPOSICION FINAL 

El Gobierno, en el plazo de tres meses, a 
contar desde la entrada en vigor de esta Ley, 
elaborará las disposiciones reglamentarias 
precisas para su ejecución. 
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